
C.A. de Santiago

Santiago, treinta y uno de enero de dos mil veintitr s.é

VISTO:

Que la magistrado titular del S ptimo Juzgado de Garant a deé í  

Santiago, do a Mar a Carolina Herrera Cortes-Monroy, ha elevadoñ í  

los  antecedentes   RIT 1-5615-2020,  RUC 2000796070-1, de  ese 

tribunal,  a  fin  de  obtener  pronunciamiento  acerca  si  resulta 

procedente solicitar la extradici n desde Paraguay, de la ciudadanaó  

paraguaya Berta Rossana Ben tez Gautoí , RUT N  0024363310-°

9, quien se encuentra domiciliada en dicho pa s. í

Habiendo el Ministerio P blico solicitado la extradici n de laú ó  

imputada  Ben tez  Gauto  en  los  autos  RIT  O-3953-2017,  delí  

S ptimo Juzgado de Garant a de Santiago, como autora de delitosé í  

reiterados  de facilitaci n y trata  de personas  para  la  explotaci nó ó  

sexual,  previsto  y  sancionado  en  el  art culo  411  ter  del  C digoí ó  

Penal,  el  tribunal  hizo  lugar  a  lo  solicitado,  por  cumplirse 

ntegramente  los  requisitos  del  art culo  431  del  C digo  Procesalí í ó  

Penal. 

Se trajeron los autos en relaci n el  ó 17 de enero del a o enñ  

curso.

El  30 de enero  de este  a o se  llev  a  efecto la  audienciañ ó  

p blica,  en  la  que  luego de  la  relaci n  se  oy  el  alegato  de  laú ó ó  

interviniente  -representante  del  Ministerio  P blico-,  concluido  elú  

cual, qued  la causa en  estado de acuerdo. ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que el art culo 431 del C digo Procesal Penal,í ó  

establece en su inciso primero que cuando en la tramitaci n de unó  

proceso penal se hubiere formalizado la investigaci n por un delitoó  
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que tuviere se alada en la ley una pena privativa de libertad cuyañ  

duraci n m nima excediere de un a o, respecto de un imputado queó í ñ  

se  encontrare  en  pa s  extranjero,  el  Ministerio  P blico  deberí ú á 

solicitar del Juez de Garant a que eleve los antecedentes a la Corteí  

de  Apelaciones  para  que  este  Tribunal,  si  estima  procedente  la 

extradici n del imputado, disponga que se la solicite al pa s que enó í  

ese momento se encontrare;

SEGUNDO: Que  de  conformidad  a  lo  prescrito  en  el 

art culo 232 del C digo Procesal Penal, con fecha 9 de febrero deí ó  

2022, ante el S ptimo Juzgado de Garant a de Santiago, se llev  aé í ó  

efecto la audiencia de formalizaci n de la imputada ó Berta Rossana 

Ben tez Gautoí , quien estuvo representada en ella por los abogados 

defensores  penales  privados,  don  Rodrigo  Aros  y  don  Gabriel 

Cuevas.

El Ministerio P blico formaliz  la investigaci n en su contra,ú ó ó  

por la participaci n que le cabe como autora  ó de delitos reiterados 

de  facilitaci n  y  trata  de  personas  para  la  explotaci n  sexual,ó ó  

previsto  y  sancionado  en  el  art culo  411  ter  del  C digo  Penalí ó , 

perpetrados al menos desde el mes de octubre de 2018 al mes de 

noviembre de 2019, en la ciudad de Santiago de Chile. 

En esa misma audiencia se solicit  por el ente persecutor laó  

prisi n preventiva de la imputada por peligro para la seguridad deó  

la sociedad y peligro de fuga, no accediendo la juez de garant a,í  

do a  Marcia  Figueroa  Astudillo  a  tal  petici n,   por  estimarlañ ó  

desproporcionada y, no obstante, entendiendo  concurrentes todos 

los presupuestos del art culo 140 del C digo de Procesal Penal, estoí ó  

es,  que  los  antecedentes  justificaban  la  existencia  de  los  delitos 

investigados; que era dable presumir fundadamente la participaci nó  
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de la imputada como autora de tales il citos y que exist a necesidadí í  

de  cautela  que  ameritaba  decretar  otras  medidas  cautelares 

personales  de menor  intensidad a su respecto,  orden  su arrestoó  

domiciliario nocturno y su arraigo nacional, decisi n que apeladaó  

por el Ministerio P blico, fue revocada por la Corte de Apelacionesú  

de Santiago, en resoluci n de 18 de febrero de 2022, que dispuso suó  

prisi n preventiva por estimar que su libertad constituye un peligroó  

para la seguridad de la sociedad.

El mismo d a 18 de febrero de 2022 se orden  el c mplase deí ó ú  

la aludida decisi n y se despach  orden de detenci n en contra deó ó ó  

la imputada Berta Rossana Ben tez Gauto, no siendo habida hastaí  

la fecha;

TERCERO: Que conforme lo dispone el  art culo 431 delí  

C digo Procesal Penal, la extradici n activa procede ó ó “cuando en la 

tramitaci n de un procedimiento penal, se hubiere formalizado laó  

investigaci n por un delito que tuviere se alada en la ley una penaó ñ  

privativa de libertad cuya duraci n m nima excediere de un a o,ó í ñ  

respecto de un individuo que se encontrare en pa s extranjero . í ”

Por su parte, el art culo 432 del mismo texto legal disponeí  

que para que el juez de garant a eleve los antecedentes a la Corteí  

de Apelaciones,  debe encontrarse establecido el pa s y lugar en queí  

el imputado se encontrare en la actualidad, referencias que seg n loú  

expresado en estrados por el Ministerio P blico corresponden en elú  

presente caso a la Rep blica de Paraguay, sector de San Lorenzo; ú

CUARTO: Que existe Acuerdo sobre Extradici n entre losó  

Estados  Partes  del  Mercosur  y  la  Rep blica  de  Bolivia  y  laú  

Rep blica de Chile, suscrito por la Rep blica de  Paraguay el 10 deú ú  

diciembre  de  1998,  en  R o de  Janeiro,  Rep blica  Federativa  deí ú  
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Brasil, y promulgado en Chile mediante Decreto N  35 con fecha°  

17 de febrero de 2012, publicado en el Diario Oficial el 18 de abril 

de ese mismo a o.ñ

El art culo 1  de dicho tratado dispone: í º “Los Estados Parte se 

obligan  a  entregarse  rec procamente,  seg n  las  reglas  y  lasí ú  

condiciones establecidas en el presente Acuerdo, a las personas que  

se encuentren en sus respectivos territorios y sean requeridas por las  

autoridades competentes de otro Estado Parte, para ser procesadas  

por la presunta comisi n de alg n delito, para que respondan a unó ú  

proceso  en curso  o  para la  ejecuci n  de  una  pena  privativa  deó  

libertad .”

A su  turno,  el  art culo  2  del  mismo  estatuto,  en  lo  queí °  

interesa, prev :é

 “Delitos que dan Lugar a la Extradici n:ó

1.- Dar n lugar a la extradici n los hechos tipificados comoá ó  

delito por las leyes del Estado Parte requirente y del Estado Parte  

requerido, cualquiera sea la denominaci n de los delitos, que seanó  

punibles en ambos Estados con una pena privativa de libertad cuya  

duraci n m xima no sea inferior a dos a os.ó á ñ

4. Proceder  igualmente la extradici n respecto de los delitosá ó  

previstos en acuerdos multilaterales en vigor entre el Estado Parte  

requirente y el Estado Parte requerido.

    5. Cualquier delito que no est  expresamente exceptuado en elé  

Cap tulo  III  del  presente  Acuerdo  dar  lugar  a  la  extradici n,í á ó  

siempre que cumpla con los requisitos previstos en el art culo 3í .”

Por su parte, el art culo 3  de la misma convenci n indica:í ° ó  

“Para que la extradici n sea considerada procedente es necesario:ó
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a)  que  el  Estado  Parte  requirente  tenga  jurisdicci n  paraó  

conocer  en  los  hechos  que  fundan  la  solicitud,  salvo  cuando  el  

Estado Parte requerido tenga jurisdicci n para entender en la causa;ó

b)  que en el momento en que se solicita la extradici n losó  

hechos que fundan el pedido satisfagan las exigencias del art culo 2í  

del presente Acuerdo ;”

QUINTO: Que en el caso de marras concurren los requisitos 

se alados, pues se trata de delitos comunes que se encuentran bajoñ  

la jurisdicci n de los tribunales chilenos, que tiene asignada en esteó  

pa s una pena  í privativa de libertad cuya duraci n m xima no esó á  

inferior a dos a osñ .

En efecto, conforme estatuye el art culo 411 ter del C digoí ó  

Penal chileno: “El que promoviere o facilitare la entrada o salida del  

pa s de personas para que ejerzan la prostituci n en el territorioí ó  

nacional o en el extranjero, ser  castigado con la pena de reclusi ná ó  

menor en su grado m ximoá  -tres a os y un d a a cinco a os-  ñ í ñ y 

multa  de  veinte  unidades  tributarias  mensuales ,  lo  anterior  sin”  

considerar,  adem s,  que  por  tratarse  de  delitos  reiterados,á  

corresponder a aplicar en este caso la figura del  art culo 351 delí í  

C digo  Procesal  Penal  que  al  respecto  se ala:  ó ñ “Reiteraci n  deó  

cr menes o simples delitos de una misma especie. En los casos deí  

reiteraci n de cr menes o simples delitos de una misma especie seó í  

impondr  la  pena  correspondiente  a  las  diversas  infracciones,á  

estimadas como un solo delito, aument ndola en uno o dos gradosá ,”  

pudiendo  ser  sancionada,  en  definitiva,  a  una  pena  privativa  de 

libertad de hasta 15 a os.ñ
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Por su parte,  el  art culo 5 de la Ley 4.788, Integral  sobreí  

Trata  de  Personas  de  Paraguay,  al  tipificar  el  delito  de  marras, 

indica: 

“1.- El que, con el prop sito de someter a otro a un r gimen deó é  

explotaci n  sexual;  captare,  transportare,  trasladare,  acogiere  oó  

recibiere a la v ctima directa, ser  sancionado con pena privativa deí á  

libertad de hasta ocho a os.ñ

2.- El que, con el prop sito de someter a otro a un r gimen deó é  

servidumbre,  matrimonio  servil,  trabajo  o  servicio  forzado,  

esclavitud  o  cualquier  pr ctica  an loga  a  la  esclavitud;  captare,á á  

transportare,  trasladare,  acogiere o recibiere  a la  v ctima directa,í  

ser  sancionado con pena privativa de libertad de hasta ocho a osá ñ .”

De  este  modo  queda  comprobada  la  concurrencia  de  los 

requisitos previstos en el numeral 1  del art culo 2 y art culo 3 del° í í  

Acuerdo sobre Extradici n entre los Estados Partes del Mercosur yó  

la Rep blica de Bolivia y la Rep blica de Chile;ú ú

SEXTO: Que  adem s  de  lo  dicho,  á la  Convenci n  de  lasó  

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 

Convenci n de Palermo del a o 2000, fue ratificada por Paraguay eló ñ  

a o 2003 y fue promulgada en Chile el 20 de diciembre de 2004 yñ  

publicada en el Diario Oficial el 16 de febrero de 2005.

La aludida Convenci n de Palermoó  es un acuerdo multilateral 

en  vigor  entre  el  Estado  Parte  requirente  y  el  Estado  Parte 

requerido, que prev  el delito de trata de personas, situaci n queé ó  

hace tambi n procedente  la extradici n solicitada, de conformidadé ó  

a lo previsto en el  numeral 4  del  art culo 2° í  del  Acuerdo sobre 

Extradici n entre los Estados Partes del Mercosur y la Rep blica deó ú  

Bolivia y la Rep blica de Chile.ú
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 En efecto, la Convenci n de las Naciones Unidas contra laó  

Delincuencia  Organizada  Transnacional  identifica  el  il cito  queí  

sanciona el art culo 411 ter del  C digo Penal en el  concepto deí ó  

“trata  de  personas ,  que  se  define  en  el  art culo  3  letra  a)  del” í  

respectivo Anexo Protocolo como “ la captaci n, el transporte, el… ó  

traslado, la acogida o la recepci n de personas, recurriendo a laó  

amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacci n, al rapto,ó  

al  fraude,  al  enga o,  al  abuso  de  poder  o  de  una  situaci n  deñ ó  

vulnerabilidad o a la concesi n o recepci n de pagos o beneficiosó ó  

para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad  

sobre otra, con fines de explotaci n. Esa explotaci n incluir , comoó ó á  

m nimo, la explotaci n de la prostituci n ajena u otras formas deí ó ó  

explotaci n sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud oó  

las pr cticas an logas a la esclavitud, la servidumbre o la extracci ná á ó  

de rganosó .”

Luego,  aparece  relevante  advertir  que conforme  prev  elé  

numeral  1  del  art culo  11  de  la  Convenci n,  el  rgano° í ó ó  

jurisdiccional  que  deba  juzgar  este  tipo  de  il citos  ha  de  tenerí  

presente  que su penalizaci n debe considerar  la  gravedad de losó  

mismos y que a la luz del n mero 2  de la misma disposici n,  ú ° ó las 

facultades legales discrecionales de que disponga el Estado, conforme 

a  su  derecho  interno,  deben  ser  ejercidas  en  relaci n  con  eló  

enjuiciamiento de personas por los delitos comprendidos en dicho 

Tratado, a fin de dar m xima eficacia a las medidas adoptadas paraá  

hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente 

en cuenta la necesidad de prevenir su comisi n;ó

S PTIMO:É  Que por las razones expresadas, reuni ndose ené  

la especie las exigencias que tanto el ordenamiento interno como el 
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internacional  precisan para la procedencia de la  extradici n, estaó  

Corte acceder  a la petici n formulada por el Ministerio P blico yá ó ú  

habi ndose  despachado  por  el  S ptimo  Juzgado  de  Garant a  deé é í  

Santiago con fecha 18 de febrero de 2022, orden de detenci n enó  

contra de la imputada Berta Rossana Ben tez Gauto, no pudiendoí  

ser habida hasta la fecha, se hace lugar tambi n a su requerimientoé  

en orden a su detenci n previa,  para que una vez terminado eló  

proceso de extradici n sea puesta a disposici n de ese tribunal. Paraó ó  

estos  efectos  se  resuelve  oficiar  al  Ministerio  de  Relaciones 

Exteriores para que solicite a las correspondientes autoridades de la 

Rep blica del Paraguay, ú se disponga orden de prisi n preventivaó  

en  contra  de  la  imputada  Berta  Rossana  Ben tez  Gauto,í  

ejecutoriada que sea la presente resoluci n.ó

Por estas consideraciones y visto, adem s, lo dispuesto en losá  

art culos  139,  140  y  431  al  436  del  C digo  Procesal  Penal,  seí ó  

resuelve:

Que se acoge la solicitud de extradici n activa formulada poró  

el Ministerio P blico y se declara procedente solicitar al gobierno deú  

la Rep blica de Paraguay la extradici n de ú ó la ciudadana paraguaya 

Berta Rossana Ben tez Gauto, RUT N  0024363310-9í ° , por la 

participaci n y responsabilidad que le corresponde como autora deó  

delitos  reiterados  de  facilitaci n  y  trata  de  personas  para  laó  

explotaci n  sexual,  ó por  los  que  fue  formalizada  en  Chile,  en 

audiencia celebrada con fecha 9 de febrero de 2022, ante el S ptimoé  

Juzgado de Garant a de Santiago.í

Para el cumplimiento de lo resuelto, rem tase oficio al se orí ñ  

Ministro de Relaciones Exteriores de Chile,  con el objeto que se 
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sirva disponer la pr ctica de las gestiones diplom ticas que fuerená á  

necesarias, para obtener la extradici n de la imputada.ó

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  art culo  436  delí  

C digo  Procesal  Penal,  adj ntese  al  referido  oficio  todos  losó ú  

documentos que dicen relaci n con la presente solicitud, detalladosó  

en  el  inciso  segundo del  citado art culo y compulsas  de todo loí  

actuado en estos antecedentes. 

Requi rase al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile,é  

para  que  se  solicite  a  la  Rep blica  de  Paraguay  que  ordene  laú  

prisi n preventiva de ó Berta Rossana Ben tez Gautoí .

Reg strese,  comun quese  y  ot rguese  copia  alí í ó  

compareciente.

Redacci n de la Ministro Sra. Maritza Villadangosó  

Frankovich

N°Penal-98-2023.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por Ministra Maritza Elena

Villadangos F., Ministra Suplente Karina Irene Ormeño S. y Abogado Integrante Claudio Gonzalo García L.

Santiago, treinta y uno de enero de dos mil veintitrés.

En Santiago, a treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 11 de Septiembre de 2022, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.
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